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RESOLUCIÓN DE LA RECLAMACIÓN 13/2025, FORMULADA POR XXXXX

(SESIÓN 4 DE DICIEMBRE DE 2025, ASUNTO 2/4)


ANTECEDENTES

Primero. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el 24 de septiembre de 2025 XXXXX presentó en el Registro de la Diputación Foral de Álava escrito solicitando, entre otros extremos, el acceso a: (i) el motivo del filtro aplicado por la Hacienda Foral a su persona y a su declaración del IRPF, que motiva su revisión reiterada; y (ii) los criterios generales de los filtros establecidos por la Diputación Foral de Álava para la campaña de la Renta, el número de personas afectadas por cada filtro y el resto de criterios que determinan la revisión de declaraciones

Segundo. Mediante Resolución 5260/2025, de 24 de septiembre, dictada por la Directora de Hacienda, se desestimó parcialmente su solicitud de acceso a información pública, concediendo únicamente la petición relativa a datos estadísticos generales del IRPF y denegando el acceso al resto de la información solicitada.

Tercero. El 21 de octubre de 2025 tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava un escrito de XXXXX, formulando reclamación ante el Consejo Foral de Transparencia y Buen Gobierno contra la citada Resolución 5260/2025, por considerar vulnerado su derecho de acceso a la información pública, alegando insuficiencia de motivación en la aplicación del límite previsto en el artículo 14.1.g) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, en adelante en la LTAIBG, relativo a la protección de las funciones de vigilancia, inspección y control fiscal. Solicita la estimación de la reclamación y la concesión del acceso a la información denegada.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS


Primero. En relación con la solicitud planteada por la persona reclamante, antes de analizar el fondo del asunto, ha de examinarse si la petición reúne los requisitos precisos para plantear una reclamación ante este Consejo de Transparencia, requisitos que, de acuerdo con el artículo 35.5 de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno, vienen fijados en la legislación básica, esto es, en la LTAIBG.

1. Respecto al plazo para la interposición de la reclamación, la LTAIBG establece en su artículo 24.2 que la reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado, plazo al que se ajustó XXXXX ya que la Resolución 5260/2025 de la Directora de Hacienda fue notificada el 24 de septiembre de 2025 y la reclamación tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava el 21 de octubre.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.3 y en la disposición adicional primera de la Norma Foral 1/2017 y en el Decreto Foral 5/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero, el Consejo Foral de Transparencia es competente para conocer y resolver las reclamaciones que, en materia de transparencia, se realicen frente a las resoluciones adoptadas por cualquiera de las entidades del sector público foral, resoluciones entre las cuales se encuentra la resolución recurrida por la persona reclamante.

3. Una vez identificada la sujeción de la entidad reclamada a la Norma Foral 1/2017 de Transparencia, la competencia subjetiva del Consejo Foral de Transparencia y la legitimación de la persona reclamante, deberá verificarse que existe efectivamente una solicitud de información pública ya que, de acuerdo con la Norma Foral 1/2017 y el Decreto 5/2017 de 21 de febrero, dicho Consejo es incompetente para conocer de otro tipo de pretensiones.

El objeto de la reclamación es la resolución expresa en materia de acceso a información pública, esto es, la 5260/2025, de 24 de septiembre, a través de la cual se desestimaba la pretensión de la reclamante.

Según el artículo 18 de la Norma 1/2017, de 8 de febrero, se entiende por información pública “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta Norma Foral que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.

Por lo tanto, las solicitudes de acceso deben estar basadas en información ya existente y disponible por un organismo o entidad sujeta a la Norma Foral en el momento en que se produce la solicitud y, además, debe ser información elaborada o adquirida en el ejercicio de sus competencias.

A la vista de esta definición es manifiesto que la solicitud formulada por XXXXX tiene por objeto información pública de la que dispone el departamento competente en materia de hacienda.

Así, cuando concurren estos presupuestos, la Administración ha de conceder el acceso a la información solicitada, salvo que se justifique, de forma clara y suficiente, la concurrencia de una causa de inadmisión o la aplicación de un límite legal.


Segundo.- En cuanto al fondo del asunto, la resolución impugnada desestima la solicitud de información pública con base en “la información requerida por la solicitante en relación a conocer los motivos de los filtros que establece la Diputación Foral de Álava con motivo de la campaña de renta, de facilitarse, puede derivar en perjuicio desde el punto de vista de las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control fiscal.”  Respecto a la solicitud referida al concreto filtro que ha afectado a la reclamante se limita a indicar que no se le puede informar de éste.

Así, la cuestión se centra en determinar si la denegación de acceso a información relativa a la fundamentación de filtros y criterios de selección tributaria, así como cualquier dato relacionado con la gestión tributaria individualizada del contribuyente, tiene justificación en los límites previstos en el articulo 14.de la LTAIBG.

A la hora de analizar la aplicación al presente caso de los límites previstos en el citado artículo 14 es necesario partir de lo manifestado por el Tribunal Supremo en su Sentencia 3530/2017, de 16 de octubre, en la que fijó la siguiente doctrina, que recoge XXXXX en su reclamación: “La formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del derecho de acceso a la información obliga a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva, tanto las limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013 como las causas de inadmisión de solicitudes de información que aparecen enumeradas en el artículo 18.1, sin que quepa aceptar limitaciones que supongan un menoscabo injustificado y desproporcionado del derecho de acceso a la información. 

[…] 

Asimismo, la posibilidad de limitar el derecho de acceso a la información no constituye una potestad discrecional de la Administración o entidad a la que se solicita información, pues aquél es un derecho reconocido de forma amplia y que sólo puede ser limitado en los casos y en los términos previstos en la Ley.”

Doctrina jurisprudencial que ha sido complementada por dicho Tribunal, entre otras, en su Sentencia 574/2021, de 25 de enero, en la que puntualizó lo siguiente: “La aplicación de los límites al derecho de acceso a la información está sujeta a determinados requisitos y condiciones. Al respecto, el artículo 14.2 LTAIBG de la LTAIBG señala lo siguiente: 

2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso. 



Por tanto, el precepto legal no permite una aplicación genérica de las limitaciones como justificación de una denegación del acceso a la información pública, válida para todos los procedimientos de una determinada materia, por ejemplo, la protección de las relaciones exteriores o la protección de la investigación y sanción de los ilícitos penales en los procedimientos de extradición, sino que exige una aplicación justificada y proporcionada de las limitaciones en relación al caso concreto, debiendo hacerse una ponderación de los intereses en juego, el de acceso a la información pública, por un lado, y el protegido por la limitación de que se trate”.

Por su parte, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ha entendido que, respecto a la aplicación de los límites contenidos en la LTAIBG, se debe seguir su Criterio Interpretativo CI/002/2015, de 24 de junio, resumido a continuación:

“El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, viene observando una interpretación extensiva de los conceptos contenidos en determinados límites respecto de los cuales resulta conveniente identificar y precisar los criterios y condiciones que justifican su aplicación. 

Los límites a que se refiere el artículo 14 de la LTAIBG, a diferencia de los relativos a la protección de los datos de carácter personal, no se aplican directamente, sino que de acuerdo con la literalidad del texto del número 1 del mismo, “podrán” ser aplicados. 

De esta manera, los límites no operan ni automáticamente a favor de la denegación ni absolutamente en relación a los contenidos. 

La invocación de motivos de interés público para limitar el acceso a la información deberá estar ligada con la protección concreta de un interés racional y legítimo. 

En este sentido su aplicación no será en ningún caso automática: antes al contrario deberá analizarse si la estimación de la petición de información supone un perjuicio (test del daño) concreto, definido y evaluable. Este, además no podrá afectar o ser relevante para un determinado ámbito material, porque de lo contrario se estaría excluyendo un bloque completo de información. 

Del mismo modo, es necesaria una aplicación justificada y proporcional atendiendo a la circunstancia del caso concreto y siempre que no exista un interés que justifique la publicidad o el acceso (test del interés público)”.

En el caso que nos ocupa, la Dirección de Hacienda no proporciona una justificación detallada del perjuicio que el acceso a la información reclamada supondría para las funciones que desarrolla y para la labor operativa de vigilancia, control e inspección fiscal, sino que reduce su denegación a indicar el límite que considera de aplicación, el previsto en el artículo 14.1 g) de la la LTAIBG, sin desarrollar, siquiera mínimamente, las circunstancias que justificarían la restricción del derecho de acceso.

Por todo lo anterior, debe concluirse, primeramente, que la simple mención, más allá de toda argumentación o justificación, de que el acceso solicitado implicaría un perjuicio a las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control, es contraria a la doctrina y jurisprudencia anteriormente mencionada, no se corresponde con la visión restrictiva de los límites que, como hemos señalado, debe aplicarse.

Por este motivo, procede ahora valorar si debe prevalecer el derecho al acceso o si, por el contrario, dicho derecho ha de quedar limitado por entender que la divulgación de los criterios, filtros o procedimientos de selección que determinan la revisión de determinadas declaraciones de la renta perjudicaría las funciones de vigilancia, control e inspección de la Hacienda Foral.

El límite invocado por la Dirección de Hacienda ha sido interpretado por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, entre otras, en sus resoluciones 0482/2015, 0340/2017 y 0718/2018, en el sentido de que las funciones de vigilancia, inspección y control cuyo desempeño estuviera encomendado a la administración, podrían ser perjudicadas si el procedimiento de inspección se estuviera desarrollando y el proporcionar esa información hiciera peligrar el resultado final. Asimismo, ese Consejo también ha entendido que las funciones de vigilancia, inspección y control pudieran verse perjudicadas cuando el acceso a la información solicitada pudiera suponer que se desvelaran procedimientos o métodos de trabajo cuyo conocimiento, con carácter previo y general, pudieran comprometer el correcto desarrollo y tramitación ulteriores actuaciones.

Entendemos que este razonamiento es perfectamente aplicable al caso que nos ocupa, en el que se solicitan de criterios técnicos y de selección empleados en la depuración y comprobación de declaraciones que se aplican de forma generalizada y recurrente, ejercicio tras ejercicio. 

En este sentido, el acceso a esos criterios internos de selección o los denominados “filtros” supone, por su propia naturaleza, el conocimiento de procedimientos de control tributario cuyo carácter reservado garantiza la eficacia de la función administrativa de control y prevención de fraudes,  cuya divulgación podría neutralizar los mecanismos de protección del interés público ya que, de no existir limitaciones al derecho de acceso, podría permitir a los contribuyentes conocer y anticipar los mecanismos de control, desvirtuando así la finalidad de las facultades inspectoras y administrativas conferidas a la Hacienda Foral.

Así, la Administración está legitimada para proteger la confidencialidad y eficacia de los sistemas de selección y vigilancia tributaria. Resulta, por tanto, justificado y proporcionado, en atención al interés público superior en el eficaz funcionamiento de la inspección fiscal, la negativa a suministrar dicha información, cuyo conocimiento supondría un grave riesgo para los objetivos de prevención y control del fraude fiscal al poder implicar un perjuicio, razonable y no meramente hipotético, a sus actividades de investigación y supervisión.

En definitiva, en cuanto al test del interés público, no consta que exista un interés superior que haga prevalecer el derecho de la interesada frente a la gravedad de los perjuicios descritos previamente para las labores de control tributario.

Por otra parte, respecto a la pretensión de XXXXX de acceder al perfil o criterio por  el que su declaración de IRPF es revisada como paso previo a la devolución, debe tenerse en cuenta que el artículo 95 de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, establece un régimen especial para el acceso a la información y documentación obrante en procedimientos tributarios, reservado al obligado tributario respecto de la documentación que conste en expedientes concluidos, pero no respecto de información interna, auxiliar o sobre la justificación de decisiones automatizadas o selectivas de control administrativo.

A la vista de todo lo anteriormente expuesto, este Consejo Foral considera que la desestimación de la información solicitada por XXXXX encuentra amparo en el artículo 14.1 g) de la Ley 19/2013.

En virtud de todo ello, el Consejo Foral de Transparencia adopta, por unanimidad, la siguiente

RESOLUCIÓN

Primero. Desestimar la reclamación formulada por XXXXX contra la Resolución 5260/2025, de 24 de septiembre de la Directora de Hacienda, a la vista de lo dispuesto en el artículo 14.1 g) de la LTAIBG.

Segundo. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados de lo Contencioso Administrativo de Vitoria-Gasteiz, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de la notificación de esta resolución. 
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